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Resumen: El artículo examina la perse-
cución política instrumentalizada me-
diante delitos comunes como motivo 
de oposición a la extradición en el de-
recho español e internacional. A partir 
del análisis de la doctrina constitucio-
nal española, la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos 
y el marco normativo de INTERPOL y 
de los sistemas universal y regional de 
protección de los derechos humanos, 
el estudio propone un estándar proba-
torio estructurado y una arquitectura 
multinivel de protección para fortale-
cer las garantías frente a solicitudes de 
extradición con motivación política. Fi-
nalmente, sostiene que la coordinación 
entre los distintos mecanismos naciona-
les e internacionales constituye un ele-

mento esencial para asegurar una tutela 
efectiva de los derechos fundamentales.

Introducción: la cooperación judicial 
internacional en materia penal ha des-
cansado históricamente sobre la pre-
sunción de buena fe entre Estados, pre-
sunción tensionada por la documenta-
da utilización del aparato extradicional 
como instrumento de persecución selec-
tiva contra empresarios, exfuncionarios 
y disidentes políticos.

Objetivo: el estudio analiza el régimen 
normativo, la doctrina constitucional 
española y la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos 
aplicables al motivo de oposición con-
sistente en la persecución política ins-
trumentalizada mediante un delito co-
mún, en su interrelación sistémica con 
los mecanismos internacionales concu-
rrentes de protección.

Metodología: se aplica una investiga-
ción dogmático-jurídica, comparada y 
cualitativa, con métodos analítico, sis-
temático y jurisprudencial, mediante 
el examen de instrumentos normativos 
primarios, la doctrina constitucional es-
pañola –Sentencias 32/2003, 148/2004, 
147/2020, 147/2021, 17/2024 y 36/2024– 
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y la jurisprudencia del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos, con énfasis 
en los asuntos Soering c. Reino Unido y 
Othman (Abu Qatada) c. Reino Unido.

Resultados y discusión: se identifica un 
estándar probatorio articulado en tres 
planos –indicadores objetivos, fuentes 
externas reconocidas y defectos jurídi-
co-procesales–; se sistematiza el régi-
men multinivel de protección concu-
rrente; y se discute críticamente la cate-
goría de lawfare frente a las objeciones 
formuladas por la doctrina académica.

Conclusiones: la efectividad del motivo 
de oposición depende de la articulación 
sistémica del régimen extradicional in-
terno con los estándares internaciona-
les de derechos humanos y con los me-
canismos cuasijurisdiccionales y con-
vencionales concurrentes; ningún foro 
aislado resulta suficiente para asegurar 
una tutela efectiva.

Palabras clave: cooperación judicial 
internacional; extradición; INTERPOL; 
lawfare; persecución política.

Abstract: This article examines politi-
cally motivated persecution disguised 
as ordinary criminal prosecution as a 
ground for opposing extradition under 
Spanish and international law. Drawing 
on the case law of the Spanish Constitu-
tional Court, the European Court of Hu-
man Rights, and the legal framework of 
INTERPOL, as well as universal and re-
gional human rights protection systems, 
the study proposes a structured eviden-
tiary standard and a multilevel protec-
tion framework to strengthen safeguards 
against extradition requests motivated 
by political considerations. It concludes 
that effective coordination among natio-
nal and international mechanisms is es-
sential to ensure comprehensive protec-
tion of fundamental rights.

Introduction: international judicial co-
operation in criminal matters has his-

torically rested on the presumption of 
good faith between States, a presump-
tion strained by the documented use of 
the extradition apparatus as an instru-
ment of selective persecution against bu-
siness actors, former officials and politi-
cal dissidents.

Objective: the study analyses the nor-
mative regime, the Spanish constitutio-
nal doctrine and the case-law of the Eu-
ropean Court of Human Rights applica-
ble to the ground for opposition consis-
ting of political persecution instrumen-
talised through an ordinary offence, in 
its systemic interrelation with concurrent 
international protection mechanisms.

Methodology: doctrinal-legal, compa-
rative and qualitative research is con-
ducted, applying analytical, systematic 
and jurisprudential methods, through 
the examination of primary normative 
instruments, the Spanish constitutio-
nal doctrine –Constitutional Court Jud-
gments 32/2003, 148/2004, 147/2020, 
147/2021, 17/2024 and 36/2024– and the 
case-law of the European Court of Hu-
man Rights, with emphasis on Soering v. 
United Kingdom and Othman (Abu Qa-
tada) v. United Kingdom.

Results and discussion: an evidentiary 
standard is identified, articulated on 
three levels –objective indicators, recog-
nised external sources and legal-proce-
dural defects–; the multi-level regime of 
concurrent protection is systematised; 
and the lawfare category is critically dis-
cussed in light of the objections raised by 
academic doctrine.

Conclusions: the effectiveness of the 
ground for opposition depends on the 
systemic articulation of the domestic ex-
tradition regime with international hu-
man rights standards and concurrent 
quasi-judicial and conventional mecha-
nisms; no isolated forum suffices to en-
sure effective protection.
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1. Introducción

La cooperación judicial internacional 
en materia penal ha descansado histó-
ricamente sobre la presunción de bue-
na fe entre Estados soberanos. Sobre 
esa presunción se edificó la arquitectu-
ra convencional contemporánea, desde 
el Convenio Europeo de Extradición de 
1957 (Consejo de Europa, 1957) hasta 
los modernos instrumentos bilaterales 
suscritos por España con jurisdicciones 
de América Latina, los Estados Unidos y 
el Golfo Pérsico. La presunción ha cono-
cido, sin embargo, una creciente tensión 
con la realidad operativa: ciertos Esta-
dos utilizan el aparato extradicional –y 
los mecanismos derivados, en particu-
lar el sistema de notificaciones de la Or-
ganización Internacional de Policía Cri-
minal (INTERPOL)– como instrumento 
de persecución de disidentes, oposito-
res políticos, exfuncionarios y empresa-
rios cuya posición resulta incómoda al 
régimen requirente (Lemon, 2019; Joint 
Committee on Human Rights, 2025).

El fenómeno ha sido conceptualiza-
do, en parte de la literatura anglosajo-
na, bajo el rótulo de lawfare –término 
atribuido a Dunlap (2008) y desarrolla-
do posteriormente por Kittrie (2016)– 
para describir el uso calculado de pro-
cedimientos jurídicos con finalidades 
extrajurídicas. La categoría no ha esta-
do exenta de controversia académica. 
Autores como Kennedy (2006), Krever 
(2014) y Werner (2010) han advertido 
sobre su empleo asimétrico, su poro-
sidad analítica y el riesgo de su instru-
mentalización ideológica. La crítica re-
sulta atendible: el concepto, en su uso 
periodístico y polémico, ha tendido a 
proyectarse de forma selectiva en fun-

ción de afinidades políticas. Sin embar-
go, en su uso académico estricto –referi-
do a patrones verificables de instrumen-
talización del proceso– el fenómeno ha 
encontrado respaldo empírico crecien-
te en los trabajos sobre transnational re-
pression (Cooley y Heathershaw, 2017; 
Schenkkan y Linzer, 2021), así como en 
el reconocimiento institucional conteni-
do en el Séptimo Informe del Joint Com-
mittee on Human Rights del Parlamen-
to del Reino Unido (2025). Procede, por 
tanto, distinguir el lawfare como signi-
ficante polémico del lawfare como ca-
tegoría analítica acotada.

En el plano estrictamente jurídico, 
el motivo de oposición a la extradición 
consistente en la persecución por mo-
tivos de raza, religión, nacionalidad 
u opiniones políticas –discrimination 
clause, en la terminología convencional 
anglosajona– se encuentra recogido en 
términos sustancialmente equivalentes 
por la Ley 4/1985, de 21 de marzo, de 
Extradición Pasiva (LEP), por el artícu-
lo 3.2 del Convenio Europeo de Extradi-
ción de 1957 y por la práctica totalidad 
de los tratados bilaterales suscritos por 
el Reino de España. La cláusula presen-
ta una estructura común: prohíbe la en-
trega cuando existan motivos serios para 
creer que la solicitud, formalmente fun-
dada en un delito común, persigue en 
realidad fines discriminatorios o agra-
vantes para la situación del reclamado.

El problema jurídico que motiva la 
presente investigación radica en una 
asimetría operativa: mientras el mar-
co normativo es relativamente unifor-
me, su aplicación práctica revela dis-
paridades notables en función de la ri-
gurosidad probatoria exigida por el ór-
gano judicial competente, de la solidez 
del cuadro indiciario aportado al proce-
so y de la eficacia con que se activan, 
de manera coordinada, los mecanismos 
cuasijurisdiccionales y convencionales 
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concurrentes. La doctrina constitucio-
nal española ha consolidado, desde la 
STC 32/2003, un canon de indagación 
material que ha conocido en pronun-
ciamientos recientes –singularmente la 
STC 17/2024 y la STC 36/2024– una fase 
de modulación que exige una relectura 
sistemática de las garantías aplicables.

En este contexto, la pregunta de in-
vestigación que articula el presente tra-
bajo se formula en los siguientes térmi-
nos: ¿bajo qué condiciones normativas, 
jurisprudenciales y procedimentales re-
sulta efectivo, en el sistema español de 
extradición pasiva, el motivo de oposi-
ción consistente en la persecución po-
lítica instrumentalizada mediante un 
delito común, considerado en su in-
terrelación sistémica con los mecanis-
mos internacionales concurrentes de 
protección?

La hipótesis sometida a contraste es 
la siguiente: la efectividad del motivo de 
oposición depende de una articulación 
sistémica entre cuatro estratos norma-
tivos –el régimen extradicional interno, 
el régimen convencional regional y bila-
teral, los mecanismos cuasijurisdiccio-
nales de INTERPOL y los sistemas in-
ternacionales de protección de los dere-
chos humanos–, sin que ninguno de ta-
les estratos, considerado aisladamente, 
ofrezca una tutela suficiente. La hipó-
tesis es verificable mediante el análisis 
sistemático de la jurisprudencia cons-
titucional española, la doctrina del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos y 
la práctica de los órganos cuasijurisdic-
cionales internacionales con competen-
cia material en la materia.

La relevancia científica del estudio 
radica en la integración sistémica de 
planos normativos y jurisprudenciales 
que la doctrina ha tratado preferente-
mente de manera sectorial. La delimi-
tación temática se circunscribe al moti-

vo de oposición fundado en persecución 
política instrumentalizada mediante de-
lito común, con exclusión razonada de 
las restantes causas de denegación, en 
los términos detallados en la sección 
metodológica.

El estado de la cuestión registra con-
tribuciones significativas. En la doctrina 
española, los trabajos de Mariño Menén-
dez (2005) y Ollé Sesé (2021) han abor-
dado la extradición desde la perspectiva 
del derecho internacional público y de 
los derechos fundamentales. En la doc-
trina anglosajona y francófona, Bassiou-
ni (2014), Cassese et al. (2013), Cryer 
et al. (2019), Schabas (2015), Werle y 
Jessberger (2020) y Hennebel y Tigroud-
ja (2025) han ofrecido análisis sistemá-
ticos de relevancia. Los trabajos críticos 
sobre la categoría de lawfare (Kennedy, 
2006; Werner, 2010; Krever, 2014) y los 
estudios empíricos sobre transnatio-
nal repression (Cooley y Heathershaw, 
2017; Lemon, 2019; Schenkkan y Lin-
zer, 2021) configuran un marco analí-
tico complementario; a ello se suma la 
contribución específica de Arnell (2022) 
sobre la influencia de elementos políti-
cos en la jurisprudencia extradicional 
del Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos. La aproximación multinivel a la 
oposición fundada en persecución po-
lítica, sin embargo, ha recibido un tra-
tamiento sistemático todavía limitado, 
particularmente en lo que se refiere a la 
coordinación funcional entre foros y al 
aprovechamiento del régimen procedi-
mental como variable analítica.

El presente trabajo se estructura en 
cinco secciones. La sección segunda 
expone el diseño metodológico. La sec-
ción tercera presenta los resultados y la 
discusión, organizada en torno al aná-
lisis crítico del concepto de lawfare, el 
marco normativo aplicable, la doctrina 
constitucional española, la jurispruden-
cia del Tribunal Europeo de Derechos 



Alan Aldana	 91

International Review Of Extradition Law, Issue 2

Humanos, el estándar probatorio y la 
arquitectura multinivel de protección 
concurrente. La sección cuarta presen-
ta las conclusiones derivadas del análi-
sis. La sección quinta expone las limi-
taciones del estudio y las líneas futuras 
de investigación.

2. Metodología

La investigación se inscribe en el ámbito 
de la dogmática jurídica con elementos 
de derecho comparado, conforme a un 
enfoque cualitativo. El alcance es des-
criptivo-explicativo y de carácter corre-
lacional, en la medida en que el objeto 
de estudio requiere no solo la descrip-
ción de los regímenes normativos apli-
cables y la sistematización de la doctri-
na jurisprudencial, sino también el es-
tablecimiento de relaciones funcionales 
entre los distintos estratos del sistema 
multinivel de protección.

Se aplican, de manera concurren-
te, tres métodos de análisis. En primer 
lugar, el método analítico, mediante la 
descomposición del motivo de oposi-
ción en sus elementos estructurales: 
presupuestos materiales, presupues-
tos procesales y carga probatoria. En 
segundo lugar, el método sistemático, 
mediante la integración interpretativa 
de los cuatro estratos normativos iden-
tificados –interno español, convencio-
nal europeo, convencional bilateral e 
institucional INTERPOL– y de su inte-
racción con los regímenes internacio-
nales de protección de los derechos hu-
manos. En tercer lugar, el método juris-
prudencial, mediante el análisis de la 
ratio decidendi de las decisiones más 
relevantes del Tribunal Constitucional 
español, del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos y de los órganos cuasiju-
risdiccionales internacionales con com-
petencia material.

El objeto del estudio se delimita en 
los siguientes términos. En el plano ma-
terial, la investigación se circunscribe 
al motivo de oposición consistente en 
la persecución política instrumentali-
zada mediante delito común, con ex-
clusión de otras causas de denegación 
–delito político en sentido estricto, do-
ble incriminación, prescripción, identi-
dad subjetiva, principio aut dedere aut 
iudicare– salvo en lo necesario para la 
coherencia sistemática del análisis. En 
el plano espacial, se toma como referen-
cia central el sistema español de extra-
dición pasiva, en su interacción con los 
regímenes convencionales europeo, la-
tinoamericano y del Golfo. En el plano 
temporal, se examina la evolución de 
la doctrina constitucional española en-
tre la STC 32/2003 y la cascada juris-
prudencial de marzo y abril de 2024, 
así como la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos conso-
lidada desde el asunto Soering c. Reino 
Unido (1989). En el plano jurispruden-
cial, se selecciona el corpus de decisio-
nes cuya ratio decidendi resulta direc-
tamente vinculada a la pregunta de in-
vestigación, con exclusión razonada de 
pronunciamientos colaterales.

La elección de estos métodos res-
ponde al carácter multinivel del objeto 
de estudio: el método analítico permi-
te descomponer la cláusula y aislar sus 
elementos estructurales; el método sis-
temático posibilita integrar los cuatro 
estratos normativos y proyectarlos sobre 
una hipótesis de coherencia interpreta-
tiva; el método jurisprudencial habilita 
la lectura crítica de la ratio decidendi en 
sede constitucional y convencional. La 
conjunción de las tres técnicas resulta 
apta para responder, con rigor verifica-
ble, a la pregunta planteada.

Las fuentes utilizadas se organizan 
en tres categorías. Las fuentes norma-
tivas primarias comprenden: la Consti-
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tución Española de 1978; la Ley 4/1985, 
de 21 de marzo, de Extradición Pasiva; 
el Convenio Europeo de Extradición de 
1957; los tratados bilaterales suscritos 
por España con la República Bolivaria-
na de Venezuela, los Estados Unidos 
Mexicanos, la República de Colombia, 
la República de Panamá, la República 
Dominicana y los Emiratos Árabes Uni-
dos; el Acuerdo de Comercio y Coope-
ración entre la Unión Europea y el Rei-
no Unido (2021); el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966) 
y su Protocolo Facultativo; la Conven-
ción contra la Tortura (1984); el Con-
venio Europeo de Derechos Humanos 
(1950); la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (1969); el Estatuto 
de INTERPOL y el Reglamento sobre el 
Tratamiento de Datos.

Las fuentes jurisprudenciales prima-
rias incluyen las sentencias del Tribunal 
Constitucional español de mayor rele-
vancia en materia de extradición pasi-
va (SSTC 32/2003, 148/2004, 147/2020, 
147/2021, 17/2024 y 36/2024); la juris-
prudencia del Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos sobre el alcance del 
artículo 3 del Convenio en materia de 
extradición (Soering c. Reino Unido, 
1989; Cruz Varas c. Suecia, 1991; Saa-
di c. Italia, 2008; Othman c. Reino Uni-
do, 2012; Trabelsi c. Bélgica, 2014); y 
los dictámenes de los órganos cuasiju-
risdiccionales del sistema universal de 
derechos humanos.

Las fuentes doctrinales secundarias 
se seleccionaron mediante un criterio 
de relevancia académica, indexación en 
bases científicas y representatividad de 
las principales corrientes doctrinales en 
el campo. Se priorizaron las contribu-
ciones publicadas en editoriales acadé-
micas con revisión por pares y las publi-
cadas en revistas indexadas. El protoco-
lo de verificación documental contem-
pló el contraste de las fuentes norma-

tivas con el Boletín Oficial del Estado; 
las sentencias internas con el Centro de 
Documentación Judicial (CENDOJ) y los 
repositorios oficiales del Tribunal Cons-
titucional; la jurisprudencia europea 
con la base HUDOC; los dictámenes de 
los órganos de tratado con los reposito-
rios oficiales de la Oficina del Alto Co-
misionado para los Derechos Humanos; 
y los instrumentos institucionales con 
los repositorios oficiales de INTERPOL.

3. Resultados y discusión

3.1. Lawfare y persecución 
política instrumentalizada: 
alcance y crítica de la categoría

La irrupción del término lawfare en el 
debate jurídico-internacional ha sido 
recibida con entusiasmo en ciertos sec-
tores de la práctica forense y con cau-
tela en la doctrina académica. La deli-
mitación conceptual cuidadosa resul-
ta, por tanto, una operación previa in-
dispensable.

El término fue empleado por Dunlap 
(2008) para describir el uso del derecho 
como arma en contextos de conflicto ar-
mado asimétrico, y posteriormente ex-
tendido por Kittrie (2016) a un reperto-
rio más amplio de prácticas que inclu-
yen la instrumentalización de procedi-
mientos judiciales con finalidades es-
tratégicas extrajurídicas. Diversos auto-
res cuestionan, sin embargo, la operati-
vidad analítica del concepto. Kennedy 
(2006) advierte sobre el riesgo de que la 
categoría difumine la distinción entre el 
uso legítimo del derecho con fines es-
tratégicos –rasgo intrínseco a toda liti-
gación– y la instrumentalización abu-
siva. Krever (2014) denuncia la utiliza-
ción ideológica del término, mediante 
la cual se descalifican procesos jurídi-
cos legítimos por el mero hecho de afec-
tar a actores políticamente significados. 
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Werner (2010) señala, desde una pers-
pectiva crítica del derecho internacio-
nal, que la categoría puede ser emplea-
da de manera asimétrica según la afini-
dad política del observador.

La crítica resulta jurídicamente aten-
dible. La importación acrítica del térmi-
no al discurso forense conlleva el ries-
go de banalización: no toda imputación 
políticamente sensible constituye lawfa-
re, ni toda denuncia con efectos políti-
cos es persecución encubierta. La cate-
goría debe ser, por tanto, analíticamente 
acotada. A los efectos del presente tra-
bajo, se entiende por persecución polí-
tica instrumentalizada mediante delito 
común aquella situación en la que con-
curren tres elementos verificables: (i) la 
imputación se sustenta en un tipo pe-
nal común técnicamente correcto; (ii) la 
activación del aparato persecutorio res-
ponde a una motivación discriminato-
ria atribuible al Estado requirente, en el 
sentido de los preceptos convencionales 
aplicables; y (iii) existen indicios obje-
tivos –que se sistematizan infra, aparta-
do 3.5– que permiten al órgano judicial 
del Estado requerido apreciar motivos 
serios para creer en la existencia de tal 
motivación discriminatoria.

Esta delimitación tiene la ventaja de 
prescindir del elemento polémico del 
lawfare –su carga ideológica– y de ar-
ticularse, en cambio, en torno a cate-
gorías jurídicas operables: la motiva-
ción discriminatoria del artículo 3.2 
del Convenio Europeo de Extradición 
y de los preceptos paralelos del dere-
cho interno español. La literatura em-
pírica sobre transnational repression 
(Cooley y Heathershaw, 2017; Lemon, 
2019; Schenkkan y Linzer, 2021) ofrece, 
además, un marco metodológicamen-
te más sólido que la noción polémica 
de lawfare, al sustentarse en el análi-
sis de patrones de comportamiento es-
tatal documentados a partir de fuentes 

oficiales y bases de datos de incidentes 
verificables.

Cabe señalar, por último, que el re-
conocimiento institucional de estos pa-
trones ha conocido un avance signifi-
cativo. El Joint Committee on Human 
Rights del Parlamento del Reino Uni-
do (2025), en su Séptimo Informe de la 
Sesión 2024-25, ha documentado, so-
bre la base de evidencia empírica, el 
uso de las notificaciones internaciona-
les de INTERPOL como instrumento de 
represión transnacional. La progresiva 
consolidación institucional de la cate-
goría no resuelve sus problemas analíti-
cos, pero confirma su pertinencia como 
objeto de examen jurídico riguroso. La 
distinción entre persecución política, 
delito común instrumentalizado y su-
puestos discutibles depende, en conse-
cuencia, del estándar probatorio aplica-
do y no de la mera invocación retórica 
del término.

3.2. El régimen normativo: 
una sistematización en cuatro 
estratos

El régimen aplicable al motivo de opo-
sición que ocupa al presente trabajo se 
distribuye en cuatro estratos normati-
vos cuya lectura conjunta resulta in-
dispensable.

En el estrato interno español, el artí-
culo 4 de la Ley 4/1985 de Extradición 
Pasiva enumera las causas obligatorias 
de denegación, entre las cuales figura, 
en su apartado 1, la sospecha fundada 
de que la solicitud encubre una perse-
cución por motivos de raza, religión, na-
cionalidad u opiniones políticas. Este 
precepto recoge, con técnica jurídica de-
purada, el principio histórico de no en-
trega del perseguido político y traslada 
al órgano judicial el deber de examinar 
la motivación real de la solicitud, más 
allá de su corrección formal.
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En el estrato convencional europeo, 
el artículo 3.2 del Convenio Europeo de 
Extradición de 1957 contiene la formu-
lación que ha servido de modelo para 
la mayoría de los tratados bilaterales 
españoles posteriores. Conforme a este 
precepto, la extradición no se conce-
derá cuando el Estado requerido tenga 
motivos serios para creer que la solici-
tud, aunque presentada por un delito 
común, ha sido formulada con el fin de 
perseguir o castigar a una persona por 
consideraciones de raza, religión, na-
cionalidad u opiniones políticas, o que 
la situación de esa persona puede agra-
varse por alguno de tales motivos. La es-
tructura del precepto descansa en una 
doble protección: prohíbe tanto la per-
secución directa como el agravamiento 
situacional derivado de motivos discri-
minatorios.

En el estrato bilateral, los tratados 
suscritos por el Reino de España con 
países latinoamericanos y con jurisdic-
ciones de otros continentes recogen la 
cláusula de no entrega del perseguido 
político con redacciones que, pese a sus 
diferencias estilísticas, comparten una 
estructura común. El Tratado de Extra-
dición con la República Bolivariana de 
Venezuela, hecho en Caracas el 4 de 
enero de 1989, prohíbe en su artículo 6 
la extradición por delitos considerados 
políticos o conexos. El Tratado de Ex-
tradición y Asistencia Mutua en Mate-
ria Penal con los Estados Unidos Mexi-
canos, firmado en Ciudad de México 
el 21 de noviembre de 1978, recoge en 
su artículo 5.2 la fórmula prácticamen-
te idéntica al artículo 3.2 del Convenio 
Europeo de Extradición. El Convenio de 
Extradición con la República de Colom-
bia, firmado en Bogotá el 23 de julio de 
1892 y modernizado por instrumentos 
posteriores, excluye en su artículo 5 la 
extradición por delitos políticos o co-
nexos. El Tratado de Extradición con la 

República de Panamá, suscrito el 10 de 
noviembre de 1997, incorpora en su ar-
tículo 4 una doble protección que dis-
tingue entre la persecución por delitos 
políticos y la solicitud que encubre per-
secución por delito común. El Tratado 
de Extradición y Asistencia Judicial en 
Materia Penal con la República Domini-
cana, firmado en Madrid el 4 de mayo 
de 1981, reproduce en su artículo 4.2 
la fórmula del delito común instrumen-
talizado por motivos discriminatorios.

La cláusula no constituye un patrón 
exclusivamente latinoamericano. En el 
espacio europeo posterior al Brexit, el 
Acuerdo de Comercio y Cooperación 
entre la Unión Europea y el Reino Uni-
do –que sustituyó a la Decisión Marco 
2002/584/JAI sobre la Orden Europea de 
Detención y Entrega en las relaciones 
con el Reino Unido– articula en el artí-
culo 601, apartado 1, letra h), de su Ter-
cera Parte la formulación más amplia del 
corpus extradicional contemporáneo: la 
ejecución de la orden de detención po-
drá denegarse cuando existan motivos 
objetivos para creer que ha sido dictada 
con el fin de enjuiciar o sancionar a una 
persona por su sexo, origen racial o étni-
co, religión, nacionalidad, lengua, opi-
niones políticas u orientación sexual. 
Esta redacción amplía sustancialmente 
el catálogo clásico de motivos protegi-
dos al incorporar el sexo, el origen ét-
nico, la lengua y la orientación sexual. 
La protección se proyecta también más 
allá del espacio europeo: el Convenio 
de Extradición entre el Reino de España 
y los Emiratos Árabes Unidos, firmado 
en Madrid el 24 de noviembre de 2009, 
confirma en su artículo 4.1.c) la presen-
cia de la cláusula incluso en jurisdiccio-
nes cuya tradición jurídica difiere sus-
tantivamente de la europea continental.

Finalmente, en el estrato del derecho 
de la Organización Internacional de Po-
licía Criminal, el artículo 3 de la Consti-
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tución de INTERPOL prohíbe a la Orga-
nización toda actividad o intervención 
en cuestiones o asuntos de carácter po-
lítico, militar, religioso o racial. El artí-
culo 83 del Reglamento sobre el Trata-
miento de Datos –de aplicación crecien-
te frente a alertas indebidas– excluye la 
publicación de notificaciones por deli-
tos derivados de la infracción de leyes o 
normas de carácter administrativo o de 
carácter privado. La articulación entre 
estos cuatro estratos normativos cons-
tituye el primer ejercicio interpretativo 
que toda aplicación rigurosa del motivo 
de oposición debe acometer.

3.3. La doctrina constitucional 
española: análisis de la ratio 
decidendi

La doctrina del Tribunal Constitucio-
nal español sobre el motivo de oposi-
ción fundado en persecución política 
presenta una evolución que admite una 
sistematización en tres etapas: una eta-
pa fundacional, una etapa de consoli-
dación y una etapa de modulación re-
ciente. El análisis de la ratio decidendi 
de los pronunciamientos clave permi-
te reconstruir el canon constitucional 
aplicable y proyectar sus consecuencias 
sobre la tesis sostenida en este trabajo.

La STC 32/2003, de 13 de febrero, 
dictada por la Sala Primera, marca el 
inicio de la etapa fundacional. El Tri-
bunal resolvió un recurso de amparo en 
un procedimiento de extradición segui-
do contra un ciudadano de origen kur-
do a petición de la República de Tur-
quía. La ratio decidendi de la sentencia 
se cifra en una doble proposición: por 
una parte, el establecimiento de un de-
ber judicial de indagación material –no 
meramente formal– respecto de las ale-
gaciones de tortura, riesgo de asesinato 
y persecución política o étnica formu-
ladas por el reclamado; por otra, la fija-
ción de un estándar probatorio aliviado 

en favor del extraditurus, que no exige 
prueba plena de las vulneraciones adu-
cidas, sino la concurrencia de un temor 
racional y fundado, sustentado en ele-
mentos indiciarios mínimamente dili-
gentes, dadas las dificultades estructu-
rales de acceso probatorio inherentes a 
su situación. La proyección de esta ra-
tio sobre la tesis del presente trabajo es 
decisiva: la STC 32/2003 transforma el 
motivo de oposición de una alegación 
formal en una cuestión de adecuada 
motivación judicial. Toda decisión que 
se limite a constatar la corrección do-
cumental de la solicitud, sin examinar 
materialmente el contexto del país re-
quirente y el perfil del reclamado, incu-
rre en vulneración del derecho a la tu-
tela judicial efectiva en relación con el 
derecho a no ser sometido a tortura ni a 
tratos inhumanos o degradantes.

La STC 148/2004, de 13 de septiem-
bre, también de la Sala Primera, com-
pleta la etapa fundacional con una pre-
cisión técnica de notable trascendencia 
operativa. En un caso de extradición a 
Albania, el Tribunal especifica que ni 
la Ley de Extradición Pasiva ni el Con-
venio Europeo de Extradición exigen la 
previa petición de asilo político como 
requisito para la denegación. La ratio de-
cidendi descansa en la autonomía sus-
tantiva del motivo de oposición frente al 
instituto del asilo: la alegación de perse-
cución puede y debe ser examinada en 
el propio procedimiento extradicional, 
sin necesidad de derivarla a la vía admi-
nistrativa de protección internacional. 
La proyección de esta ratio es doble: por 
un lado, refuerza el carácter judicial –y 
no meramente humanitario– del con-
trol sobre la motivación discriminato-
ria; por otro, habilita una articulación 
procesal en la que asilo y extradición 
pueden operar como vías concurrentes 
y complementarias, no excluyentes. La 
sentencia confirma, además, el déficit 
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de tutela judicial efectiva cuando el ór-
gano judicial omite la diligencia exigi-
ble para esclarecer las alegaciones de 
persecución, doctrina expresamente 
vinculada en la propia resolución a la 
STC 32/2003.

Las SSTC 147/2020, de 19 de octu-
bre, y 147/2021, de 12 de julio, inaugu-
ran la etapa de consolidación. Ambas 
resoluciones añaden al canon constitu-
cional la exigencia de refrendo judicial 
en origen como garantía de la libertad 
personal del extraditurus, apoyándose 
hermenéuticamente en la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea sobre la autoridad judicial 
emisora en la euroorden (asuntos OG 
y PI, C-508/18 y C-82/19; PF, C-509/18; 
XD, C-625/19), cuyo valor interpretati-
vo se reconoce expresamente al ampa-
ro del artículo 10.2 de la Constitución. 
La ratio decidendi descansa en la con-
sideración de que la legitimidad demo-
crática del procedimiento extradicional 
exige que la decisión que motiva la so-
licitud emane, en el Estado requirente, 
de un órgano judicial dotado de garan-
tías equivalentes a las del derecho es-
pañol, sin que la adscripción formal de 
una fiscalía al poder judicial baste, por 
sí sola, para satisfacer la exigencia. La 
proyección de esta ratio es relevante: 
la exigencia de refrendo judicial ope-
ra como un filtro adicional en el con-
trol material del motivo, en la medida 
en que la ausencia de tal refrendo –o 
su otorgamiento por órganos cuya in-
dependencia es discutible– constituye, 
en sí misma, un indicio fundado de la 
motivación discriminatoria que el mo-
tivo de oposición pretende interceptar. 
El examen judicial debe verificar, ade-
más, la necesidad y proporcionalidad 
de la medida privativa de libertad aso-
ciada a la solicitud.

La STC 17/2024, de 31 de enero, dic-
tada por el Pleno, abre la etapa de mo-

dulación. El Tribunal aclara que la doc-
trina de las SSTC 147/2020 y 147/2021 
distingue dos garantías: una garantía bá-
sica, consistente en la verificación judi-
cial de la imparcialidad de la autoridad 
emisora –inherente al deber de motiva-
ción reforzada–, y una garantía especí-
fica, consistente en el refrendo por una 
autoridad judicial del Estado de origen, 
que puede modularse en función de lo 
previsto en el convenio bilateral aplica-
ble, en cuanto fuente de aplicación pre-
ferente conforme al artículo 1.1 LEP. La 
ratio decidendi presenta así una doble 
dimensión: mantiene el canon de con-
trol material consolidado en las senten-
cias precedentes y, al tiempo, introdu-
ce un margen de flexibilidad cuando la 
equivalencia funcional de la autoridad 
emisora resulte verificable por vía do-
cumental. La proyección sobre la tesis 
aquí sostenida exige una operación in-
terpretativa cuidadosa: la modulación 
introducida por la STC 17/2024 no de-
bilita el canon de indagación material, 
sino que lo articula con el principio de 
cooperación internacional y exige una 
verificación documental rigurosa cuan-
do la equivalencia funcional se invoca 
para justificar una dispensa del refren-
do judicial.

La STC 36/2024, de 11 de marzo, dic-
tada por la Sala Segunda en el recurso 
de amparo 7757-2021, aplica el criterio 
aclaratorio de la STC 17/2024 al supues-
to marroquí, desestimando el amparo. 
La ratio decidendi se cifra en la consta-
tación de que, en el caso concreto exa-
minado, la documentación remitida per-
mitía verificar la necesidad y propor-
cionalidad de la entrega y que la auto-
ridad emisora satisfacía el estándar de 
equivalencia funcional. Esta sentencia, 
junto con la cascada aplicativa de mar-
zo y abril de 2024, configura el estado 
actual del canon constitucional. La con-
secuencia para la tesis aquí sostenida 



Alan Aldana	 97

International Review Of Extradition Law, Issue 2

es nítida: una invocación que se apoye 
hoy en las SSTC 147/2020 y 147/2021 
sin diferenciar la STC 17/2024 incurre 
en desconocimiento de la jurispruden-
cia actualmente aplicable y comprome-
te la solidez técnica del razonamiento.

La motivación de las resoluciones de 
la Audiencia Nacional debe ser, en cual-
quier caso, específica y suficiente res-
pecto de las alegaciones de persecución 
política, sin que basten fórmulas este-
reotipadas o remisiones genéricas. Este 
es el legado consolidado de la doctrina 
constitucional, tal como ha sido reite-
radamente enunciado por el Tribunal y 
reformulado por la doctrina académica 
(Ollé Sesé, 2021).

3.4. La doctrina del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos: 
de Soering a Othman

La doctrina del Tribunal Europeo de De-
rechos Humanos en materia de extradi-
ción ha desplegado, a lo largo de tres dé-
cadas, un cuerpo jurisprudencial cuya 
integración en la argumentación interna 
española constituye un recurso sistemá-
ticamente infrautilizado. El examen de 
la ratio decidendi de los pronunciamien-
tos clave permite reconstruir el estándar 
europeo aplicable y conectar dicho es-
tándar con la tesis sostenida en el pre-
sente trabajo (Cryer et al., 2019; Scha-
bas, 2015; Werle y Jessberger, 2020).

La sentencia Soering c. Reino Uni-
do (TEDH, 7 de julio de 1989) constitu-
ye el pronunciamiento fundacional. El 
Tribunal extiende la responsabilidad 
del Estado parte que entrega a la posi-
ble vulneración del artículo 3 del Con-
venio en el Estado de destino, cuando 
existan motivos sustanciales para creer 
que el reclamado se enfrentará en aquel 
a un riesgo real de tratos prohibidos por 
el citado precepto. La ratio decidendi 
se cifra en una operación interpretati-

va de gran alcance: el carácter absolu-
to del artículo 3 impide al Estado par-
te sustraerse a su responsabilidad me-
diante el mecanismo extradicional. La 
proyección sobre la tesis aquí sostenida 
es directa: la motivación discriminato-
ria del Estado requirente, cuando se ar-
ticula con un riesgo real de tratos con-
trarios al artículo 3, activa el deber del 
Estado requerido de denegar la entre-
ga como exigencia derivada del propio 
Convenio (Arnell, 2022).

La doctrina Soering ha sido confir-
mada y desarrollada en una jurispru-
dencia consolidada. La sentencia Cruz 
Varas y otros c. Suecia (TEDH, 20 de 
marzo de 1991) extiende el principio a 
los supuestos de expulsión. La senten-
cia Saadi c. Italia (TEDH, 28 de febrero 
de 2008) reafirma el carácter absoluto 
del artículo 3, declarando que la prohi-
bición de tortura y tratos inhumanos o 
degradantes no admite ponderación con 
consideraciones de seguridad nacional, 
ni siquiera en supuestos de terrorismo. 
La ratio decidendi de Saadi resulta ju-
rídicamente relevante para la tesis aquí 
sostenida: cuando el riesgo derivado de 
la motivación discriminatoria del Esta-
do requirente se proyecta sobre el con-
tenido del artículo 3, el Estado reque-
rido no puede invocar consideraciones 
de cooperación internacional, de rela-
ciones diplomáticas o de seguridad para 
justificar la entrega.

La sentencia Othman (Abu Qatada) 
c. Reino Unido (TEDH, 17 de enero de 
2012) extiende la doctrina al ámbito del 
artículo 6 del Convenio. El Tribunal de-
clara que la entrega no procede cuando 
exista un riesgo real de denegación fla-
grante de justicia en el Estado de des-
tino. El concepto de flagrant denial of 
justice se concreta, conforme a la sen-
tencia, en supuestos cualificados como 
la admisión en el juicio de prueba obte-
nida bajo tortura, la condena en ausen-
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cia sin posibilidad efectiva de un nue-
vo juicio, o la denegación arbitraria del 
derecho a la asistencia letrada. La ratio 
decidendi de Othman amplía el ámbi-
to material de la protección del Conve-
nio en sede extradicional: la motivación 
discriminatoria del Estado requirente, 
cuando afecta a la integridad del proce-
so debido en el Estado de destino, ope-
ra también como factor desencadenante 
del deber de denegación. La sentencia 
adquiere especial relieve para la tesis 
del presente trabajo, en cuanto recono-
ce que las dificultades probatorias espe-
cíficas del extraditurus –singularmente 
cuando se invoca el uso de prueba ob-
tenida mediante tortura– exigen un es-
tándar de exigibilidad probatoria adap-
tado a esa estructural asimetría.

La sentencia Trabelsi c. Bélgica 
(TEDH, 4 de septiembre de 2014) com-
pleta el marco con un pronunciamien-
to sobre la cadena perpetua sin posibi-
lidad de revisión. El Tribunal declara 
que la entrega es incompatible con el 
artículo 3 del Convenio cuando el recla-
mado se enfrenta a una pena de prisión 
perpetua sin mecanismo alguno de re-
visión efectiva. La proyección sobre la 
tesis aquí sostenida es complementaria: 
la motivación discriminatoria del Esta-
do requirente puede manifestarse tam-
bién en la previsión de penas cuya se-
veridad, considerada en el contexto del 
caso concreto, resulta desproporciona-
da y revela la finalidad punitiva extra-
jurídica de la persecución.

La integración de esta doctrina en la 
argumentación interna española se ca-
naliza por la vía del artículo 10.2 de la 
Constitución, que ordena interpretar las 
normas relativas a los derechos funda-
mentales conforme a los tratados inter-
nacionales sobre la materia ratificados 
por España. El Tribunal Constitucional 
ha reiterado la fuerza interpretativa de 
la jurisprudencia del Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos en este ámbito. 
La consecuencia operativa es relevante: 
la invocación sistemática de los están-
dares europeos –Soering, Saadi, Oth-
man y Trabelsi– en la argumentación de 
la oposición extradicional eleva el nivel 
de exigencia de la motivación judicial 
española y refuerza la operatividad del 
motivo de oposición fundado en perse-
cución política.

3.5. El estándar probatorio 
operable: una sistematización en 
tres planos

La principal dificultad técnica del moti-
vo de oposición es probatoria. Por defi-
nición, el Estado requirente niega la mo-
tivación política y aporta un expediente 
formalmente correcto. Resulta necesa-
rio, por tanto, articular un cuadro indi-
ciario lo suficientemente sólido como 
para que el órgano judicial aprecie mo-
tivos serios –en la fórmula del Conve-
nio Europeo de Extradición– para creer 
que la solicitud encubre persecución. 
El análisis de los pronunciamientos re-
levantes permite identificar tres planos 
de indicios cuya articulación configura 
un estándar probatorio operable. Este 
estándar se inscribe expresamente en 
una lógica de juicio jurídico fundado en 
indicios contextuales, no de prueba ple-
na, y se sitúa en la línea consolidada por 
el TEDH desde Soering hasta Othman.

El primer plano comprende los indi-
cadores objetivos referidos al perfil del 
reclamado y al contexto del proceso. La 
sistematización doctrinal permite iden-
tificar al menos cuatro elementos pro-
batorios: el perfil político, profesional o 
asociativo del reclamado en el momen-
to en que se origina el procedimiento; 
la cronología comparada entre el surgi-
miento de la imputación y los aconte-
cimientos políticos relevantes –cambios 
de régimen, denuncias públicas formu-
ladas por el reclamado, conflictos con-
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tractuales con entes estatales–; la exis-
tencia, frente a hechos similares, de una 
persecución selectiva que omita a otros 
eventuales partícipes próximos al po-
der; y la secuencia procesal anómala –
cambio inopinado del juez instructor, 
traslado de la causa, modificación del 
cargo, incorporación tardía de imputa-
ciones, intervención de organismos de 
inteligencia militar, sanciones interna-
cionales sobre los operadores judiciales 
del país requirente–.

El segundo plano comprende la do-
cumentación procedente de fuentes ex-
ternas reconocidas. La práctica jurispru-
dencial consolidada permite identificar 
como fuentes admisibles los informes 
anuales y especiales en materia de de-
rechos humanos emitidos por organis-
mos internacionales; los informes país 
de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, del Alto Comisionado 
para los Derechos Humanos de Nacio-
nes Unidas y de las misiones internacio-
nales de determinación de los hechos –
entre ellas, la Misión Internacional In-
dependiente de Determinación de los 
Hechos sobre la República Bolivariana 
de Venezuela (2024)–; los informes de 
organizaciones no gubernamentales con 
metodología auditable –Human Rights 
Watch, Amnesty International, la Fede-
ración Internacional por los Derechos 
Humanos (FIDH), Freedom House–; las 
sentencias previas del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea y de la Cor-
te Interamericana de Derechos Huma-
nos referidas al Estado requirente; las 
resoluciones de los comités de Nacio-
nes Unidas; y los dictámenes de orga-
nismos parlamentarios internacionales, 
como el ya citado Joint Committee on 
Human Rights del Reino Unido (2025).

El tercer plano comprende los defec-
tos jurídico-procesales del propio expe-
diente del Estado requirente. La práctica 

permite identificar entre tales defectos: 
la ausencia de control judicial previo 
en origen –el problema central aborda-
do por las SSTC 147/2020 y 147/2021–, 
la insuficiencia probatoria, la indefini-
ción del tipo penal aplicable, la ausen-
cia de doble incriminación, la prescrip-
ción no advertida, la imprecisión de la 
identidad subjetiva, las traducciones 
defectuosas y los antecedentes de pro-
cesos paralelos cerrados. Cada defecto 
técnico opera, además de como motivo 
autónomo de oposición, como un indi-
cio adicional de la naturaleza instru-
mental del proceso.

Articulados los tres planos, se des-
plaza parcialmente la carga argumen-
tativa del expediente: el órgano judi-
cial del Estado requerido no puede li-
mitarse a la constatación de la correc-
ción formal de la solicitud, sino que vie-
ne obligado a un análisis sustantivo de 
la situación. Este es exactamente el ca-
non constitucional consolidado por el 
Tribunal Constitucional español desde 
la STC 32/2003, en línea con el están-
dar que la Observación general n.º 4 del 
Comité contra la Tortura (2017) ha esta-
blecido para el riesgo previsible, real y 
personal en sede convencional. La sis-
tematización del estándar en tres pla-
nos no constituye, por tanto, una cons-
trucción meramente teórica: refleja la 
propia lógica del control judicial im-
puesta por la doctrina constitucional y 
por la jurisprudencia del Tribunal Eu-
ropeo de Derechos Humanos. La distin-
ción entre estándar probatorio, indicios 
contextuales y juicio jurídico final re-
sulta especialmente relevante para evi-
tar la confusión entre la mera presencia 
de elementos críticos –que no basta– y 
la construcción razonada de un cuadro 
indiciario suficiente.
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3.6. La arquitectura multinivel: 
análisis estructural de los 
mecanismos concurrentes

El examen sistemático del régimen nor-
mativo y de la doctrina jurisprudencial 
aplicable permite identificar una arqui-
tectura multinivel de protección concu-
rrente, integrada por mecanismos que 
operan en planos jurisdiccionales y cua-
sijurisdiccionales diferenciados. La pre-
sente sección ofrece un análisis estruc-
tural de tales mecanismos, identifican-
do su fundamento normativo, su natu-
raleza jurídica y su función en el siste-
ma de protección, sin formular prescrip-
ciones operativas.

El primer plano lo constituye la ju-
risdicción interna del Estado requerido. 
En el sistema español, el procedimiento 
se desarrolla en dos instancias judicia-
les –Juzgado Central de Instrucción de 
la Audiencia Nacional y Sala de lo Penal 
del mismo órgano– y admite el recurso 
de amparo ante el Tribunal Constitu-
cional cuando concurren las condicio-
nes de admisibilidad legalmente exigi-
das. La función estructural de este pla-
no es doble: por un lado, opera el con-
trol material del motivo de oposición 
conforme al canon consolidado por la 
doctrina constitucional; por otro, fija el 
estándar interno de motivación judicial 
cuya insuficiencia activa el control del 
Tribunal Constitucional.

El segundo plano lo constituye el 
sistema de control de los datos en IN-
TERPOL. La Comisión de Control de 
los Ficheros (CCF) es un órgano cuasi-
jurisdiccional independiente con sede 
en Lyon, cuyo Estatuto vigente le atri-
buye competencia para emitir decisio-
nes definitivas y vinculantes sobre ac-
ceso, rectificación o eliminación de da-
tos personales tratados en los sistemas 
de INTERPOL (INTERPOL, 2025b). El 
procedimiento ante la CCF se articu-

la en tres modalidades de actuación: la 
solicitud preventiva, dirigida a impe-
dir la emisión de una notificación que 
se prevé contraria a las normas de IN-
TERPOL; la solicitud de eliminación o 
rectificación de datos ya tratados, cuya 
argumentación principal puede fundar-
se en la violación del artículo 3 de la 
Constitución de INTERPOL –interven-
ción en asuntos políticos–, del artículo 
83 del Reglamento sobre el Tratamiento 
de Datos –exclusión de delitos adminis-
trativos– o de los principios de calidad, 
pertinencia y actualidad; y la solicitud 
de medidas provisionales –bloqueo cau-
telar de visibilidad de la notificación–. 
El examen ante la CCF descansa en un 
estándar documental riguroso, lo que 
ha conducido a la propia Comisión a 
documentar, en sus informes anuales, 
la presentación abusiva de expedien-
tes con documentación falsificada, con 
el consiguiente incremento del escruti-
nio (INTERPOL, 2025c).

El tercer plano lo constituye el siste-
ma universal de protección de los dere-
chos humanos. El Comité de Derechos 
Humanos, órgano de tratado del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos, examina comunicaciones indivi-
duales contra Estados parte que hayan 
ratificado el Primer Protocolo Faculta-
tivo y puede solicitar al Estado parte la 
adopción de medidas provisionales para 
evitar daño irreparable. El estándar nor-
mativo aplicable combina los artículos 
7 –prohibición de tortura y tratos inhu-
manos–, 9 –libertad y seguridad perso-
nales–, 14 –garantías del proceso debi-
do– y 26 –no discriminación– del Pac-
to. La doctrina del Comité, consolidada 
en pronunciamientos como Kindler c. 
Canadá (Comité de Derechos Humanos, 
1993) y proyectada hermenéuticamente 
en su Observación general n.º 15 (Co-
mité de Derechos Humanos, 1986), esta-
blece la responsabilidad del Estado que 



Alan Aldana	 101

International Review Of Extradition Law, Issue 2

extradita por las violaciones previsibles 
en el Estado de destino. El Comité con-
tra la Tortura, por su parte, opera con 
lógica similar para los Estados que han 
aceptado el procedimiento del artículo 
22 de la Convención. El estándar fijado 
por el Comité –riesgo personal, previsi-
ble, real y presente, conforme a la Ob-
servación general n.º 4 (Comité contra la 
Tortura, 2017)– se proyecta directamen-
te sobre los procedimientos de extradi-
ción y resulta sistemáticamente compa-
tible con el estándar probatorio en tres 
planos identificado en el apartado 3.5.

El Grupo de Trabajo sobre la Deten-
ción Arbitraria, Procedimiento Especial 
cuyo mandato emana del Consejo de 
Derechos Humanos, examina comuni-
caciones individuales relativas a priva-
ciones de libertad presuntamente arbi-
trarias –incluidas las derivadas de No-
tificaciones Rojas con fundamento po-
lítico– y emite opiniones que, sin ser 
jurídicamente vinculantes en sentido 
estricto, presentan notable autoridad y 
son frecuentemente invocadas por tri-
bunales nacionales y por la propia CCF 
de INTERPOL. Los Relatores Especiales 
temáticos pueden formular comunica-
ciones a los Estados implicados, gene-
rando un registro público con valor pro-
batorio en otros foros.

El cuarto plano lo constituye el siste-
ma regional europeo. El Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos puede otor-
gar medidas provisionales conforme al 
artículo 39 de su Reglamento cuando se 
acredite la existencia de un riesgo real e 
inminente de daño irreparable a los de-
rechos protegidos por el Convenio. La 
doctrina Soering, su evolución posterior 
y los pronunciamientos sobre el riesgo 
de violación flagrante del derecho a un 
proceso justo –Othman c. Reino Unido 
(2012)– configuran el estándar interpre-
tativo aplicable. Para los casos con ex-
tradición desde España, este mecanis-

mo opera como instancia última del sis-
tema multinivel.

El quinto plano lo constituye el sis-
tema regional interamericano. La Comi-
sión Interamericana de Derechos Hu-
manos puede otorgar medidas cautela-
res en supuestos de gravedad y urgencia 
para evitar daño irreparable. La prácti-
ca de la Comisión incluye la solicitud 
expresa al Estado de no proceder con la 
extradición o la expulsión mientras se 
examina la petición. El procedimiento 
ante la Corte Interamericana, en los Es-
tados que han aceptado su jurisdicción 
contenciosa, es subsiguiente y menos 
frecuente en la práctica extradicional, 
pero su jurisprudencia sobre garantías 
y protecciones judiciales –artículos 8 y 
25 de la Convención Americana– resul-
ta citable como estándar interpretativo 
en cualquier foro.

Procede destacar, finalmente, la ar-
ticulación entre el motivo de oposi-
ción extradicional y el régimen de asi-
lo. Conforme a los artículos 5 y 36 de 
la Ley 12/2009, de 30 de octubre, regu-
ladora del derecho de asilo y de la pro-
tección subsidiaria, la solicitud de asilo 
o de protección internacional, una vez 
admitida a trámite, conlleva la suspen-
sión de la entrega del reclamado hasta 
la resolución definitiva del expediente 
administrativo. Conforme al criterio fi-
jado por la STC 148/2004, asilo y extra-
dición pueden operar como vías concu-
rrentes. La función estructural del régi-
men de asilo en la arquitectura multi-
nivel es, por tanto, complementaria del 
motivo de oposición extradicional, sin 
que su invocación implique renuncia a 
este último.
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3.7. La coordinación funcional 
entre foros: análisis de las 
sinergias y restricciones

El análisis estructural precedente per-
mite identificar la función diferenciada 
de cada mecanismo de protección. Una 
cuestión analítica adicional, sin embar-
go, exige consideración: la interacción 
funcional entre los distintos foros y los 
efectos de tal interacción sobre la efec-
tividad del sistema multinivel. El exa-
men sistemático de la práctica de los ór-
ganos relevantes permite formular tres 
proposiciones.

La primera proposición es que la ac-
tivación de un mecanismo de protec-
ción puede generar efectos probatorios 
y normativos en otros foros del siste-
ma. Una opinión del Grupo de Trabajo 
sobre la Detención Arbitraria que cali-
fique como arbitraria una privación de 
libertad derivada de una notificación de 
INTERPOL puede operar como elemen-
to indiciario en el procedimiento ante la 
CCF y, recíprocamente, una decisión de 
la CCF que ordene la eliminación de da-
tos puede invocarse ante los órganos ju-
risdiccionales internos. El sistema mul-
tinivel presenta, por tanto, una lógica de 
integración funcional que la práctica ju-
risprudencial ha venido reconociendo.

La segunda proposición es que la 
activación simultánea o sucesiva de 
los distintos mecanismos está sujeta 
a restricciones procesales que deben 
ser identificadas. El Comité de Dere-
chos Humanos, conforme a su doctri-
na consolidada, inadmite comunicacio-
nes cuando el mismo asunto está sien-
do examinado por otro procedimiento 
internacional de examen o arreglo. La 
reserva española al artículo 5.2.a) del 
Primer Protocolo Facultativo del Pacto 
matiza, en sentido análogo, esta articu-
lación. El conocimiento técnico de tales 
restricciones –y de las exclusiones que 

cada órgano admite o no admite– resul-
ta decisivo para evitar litispendencias 
internacionales no deseadas.

La tercera proposición es que la co-
herencia narrativa del expediente en-
tre foros constituye un factor de efica-
cia. La presentación de los hechos debe 
ser sustancialmente consistente en to-
dos los procedimientos abiertos, sin per-
juicio de las adaptaciones técnicas que 
cada órgano exige conforme a su man-
dato y a su estándar de admisibilidad. 
Las contradicciones entre presentacio-
nes en distintos foros, además de afectar 
a la credibilidad procesal del reclama-
do, pueden ser invocadas argumentati-
vamente por el Estado requirente o por 
el Estado requerido en sus respuestas.

El sistema multinivel presenta, en 
suma, una lógica de integración fun-
cional que opera por sinergia y no por 
mera adición. Esta característica no re-
sulta de una reconstrucción doctrinal, 
sino que se desprende del propio dise-
ño normativo de los mecanismos rele-
vantes y de la práctica consolidada de 
los órganos competentes. La tesis sos-
tenida en el presente trabajo –que nin-
gún foro aislado ofrece tutela suficien-
te– encuentra en este punto su confir-
mación analítica.

4. Conclusiones

El análisis desarrollado en las secciones 
precedentes permite responder afirma-
tivamente a la pregunta de investiga-
ción planteada y confirmar la hipótesis 
sometida a contraste. Las conclusiones 
se sistematizan en cuatro proposiciones.

Primera, la categoría jurídica de la 
persecución política instrumentaliza-
da mediante delito común admite una 
delimitación analítica precisa, que pres-
cinde de los elementos polémicos del 
término lawfare y se articula en torno 
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a tres elementos verificables: la correc-
ción técnica del tipo penal aplicado, la 
motivación discriminatoria del Estado 
requirente y la existencia de indicios 
objetivos que permitan al órgano judi-
cial del Estado requerido apreciar moti-
vos serios para creer en tal motivación. 
La importación acrítica del concepto de 
lawfare al discurso forense queda des-
plazada por las objeciones doctrinales –
Kennedy (2006), Werner (2010), Krever 
(2014)–, en favor de una categoría jurí-
dica acotada y verificable.

Segunda, el régimen normativo apli-
cable al motivo de oposición se articu-
la en cuatro estratos –interno español, 
convencional regional europeo, con-
vencional bilateral e institucional IN-
TERPOL– cuya lectura sistemática re-
sulta indispensable para una aplica-
ción rigurosa. La doctrina constitucio-
nal española, examinada en su evolu-
ción desde la STC 32/2003 hasta la STC 
36/2024, configura un canon de control 
material cuya vigencia, modulada por 
la STC 17/2024, exige una operación 
interpretativa cuidadosa. La jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos, articulada desde la sen-
tencia Soering (1989) y consolidada en 
pronunciamientos como Saadi (2008) y 
Othman (2012), fija un estándar euro-
peo cuya integración en la argumenta-
ción interna española resulta técnica-
mente exigible.

Tercera, el estándar probatorio apli-
cable al motivo de oposición admite una 
sistematización analítica en tres planos: 
indicadores objetivos sobre el perfil del 
reclamado y el contexto del proceso, do-
cumentación de fuentes externas reco-
nocidas internacionalmente y defectos 
jurídico-procesales del expediente del 
Estado requirente. La articulación rigu-
rosa de los tres planos desplaza parcial-
mente la carga argumentativa y obliga 
al órgano judicial a un análisis sustanti-

vo, en plena consonancia con el canon 
constitucional consolidado y con la ju-
risprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos.

Cuarta, la arquitectura multinivel 
de protección concurrente integra cin-
co planos diferenciados –jurisdicción 
interna, control de los datos en INTER-
POL, sistema universal de derechos hu-
manos, sistema regional europeo y sis-
tema regional interamericano–, cuya 
articulación funcional opera por siner-
gia y no por mera adición. La hipótesis 
sometida a contraste –que ningún foro 
aislado ofrece tutela suficiente– resul-
ta confirmada mediante el análisis sis-
temático del régimen normativo y de 
la práctica jurisprudencial de los órga-
nos relevantes. La lógica de integración 
funcional entre foros se desprende del 
propio diseño normativo de los meca-
nismos y de la doctrina consolidada de 
los órganos competentes.

El trabajo no agota los desarrollos po-
sibles. La progresiva consolidación del 
fenómeno de la represión transnacional, 
documentada por instancias parlamen-
tarias y académicas con credibilidad 
ascendente, anuncia una fase de litigio 
extradicional crecientemente comple-
jo. La efectividad del motivo de oposi-
ción consistente en la persecución polí-
tica instrumentalizada mediante delito 
común dependerá, en años venideros, 
de la capacidad doctrinal y jurispru-
dencial para articular el régimen inter-
no con los estándares internacionales 
convergentes. La tesis sostenida en el 
presente trabajo ofrece, en este sentido, 
una contribución sistemática al análisis 
del problema.
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5. Limitaciones del estudio y 
líneas futuras de investigación

El presente trabajo presenta tres limita-
ciones cuya identificación resulta exigi-
ble al rigor académico. En primer lugar, 
la delimitación espacial centrada en el 
sistema español de extradición pasiva 
implica la exclusión, salvo en lo nece-
sario para la coherencia sistemática del 
análisis, de los regímenes de otros Es-
tados europeos cuya doctrina jurispru-
dencial podría enriquecer la perspectiva 
comparada. En segundo lugar, la delimi-
tación temporal, articulada en torno a 
la evolución de la doctrina constitucio-
nal española hasta la cascada jurispru-
dencial de marzo y abril de 2024, deja 
fuera del análisis los pronunciamientos 
posteriores que, en su caso, hayan po-
dido modular adicionalmente el canon 
constitucional. En tercer lugar, el estu-
dio se concentra en el motivo de oposi-
ción consistente en la persecución po-
lítica instrumentalizada mediante deli-
to común, con exclusión de otras cau-
sas de denegación cuya interacción con 
dicho motivo merecería un análisis di-
ferenciado.

Tres líneas futuras de investigación 
se desprenden del análisis desarrolla-
do. La primera línea se refiere al exa-
men comparado de la doctrina constitu-
cional o suprema de otros Estados euro-
peos sobre el motivo de oposición fun-
dado en persecución política, con el ob-
jetivo de identificar convergencias y di-
vergencias en la articulación del canon 
de control material. La segunda línea se 
refiere al estudio empírico de los patro-
nes de comportamiento de los órganos 
cuasijurisdiccionales internacionales –
singularmente la Comisión de Control 
de los Ficheros de INTERPOL y el Gru-
po de Trabajo sobre la Detención Arbi-
traria– en supuestos de extradición po-
lítica, con metodología cuantitativa que 
complemente el análisis dogmático aquí 

desarrollado. La tercera línea se refiere 
a la articulación entre el régimen extra-
dicional y el régimen de sanciones in-
ternacionales –GLOMAG, sanciones de 
la Unión Europea, sanciones de la Ofi-
cina de Control de Activos Extranjeros 
del Departamento del Tesoro de los Es-
tados Unidos–, cuya creciente interac-
ción con los procedimientos de coope-
ración judicial penal exige un análisis 
sistemático específico.
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